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El derecho comunitario:

concepto, naturaleza y caracteres

1. Concepto

Para el Dr. Enrique Ulate Chacón, el derecho comunitario “es el complejo de

normas jurídicas que disciplinan las Comunidades de Estados, y sus relaciones jurí-

dicas con otros sujetos de derecho, creadas como organizaciones internacionales sui

géneris, dando origen a un Sistema Jurídico-Institucional u ordenamiento jurídico

nuevo, autónomo y especial cuyo denominador o ius proprium se basa en las relacio-

nes de integración regional”.1

El Prof. G. Isaac define al derecho comunitario como un “conjunto organizado

y estructurado de normas jurídicas que dispone de: a) fuentes propias, b) órganos de

producción normativa también propios, sujetos a procedimientos y esquemas de rela-

ciones reglados y c) un sistema judicial de garantía de su aplicación e interpretación

uniforme”.2

El Dr. Jorge Antonio Giammattei Avilés expresa que el derecho comunitario

“[e]s el derivado de los Tratados de Integración que han creado instituciones, orga-

nismos comunes o comunitarios, supranacionales, con vida propia y facultad de emi-

tir normativa a la que tendrán que sujetarse tanto los Estados miembros como los

ciudadanos de los mismos y los propios Órganos y Organismos; y cuyas disposicio-

* Doctor en Derecho Internacional Público, diplomado en Relaciones Internacionales. Secre-
tario general de la Corte Centroamericana de Justicia. Catedrático de Derecho Internacional Público
en las universidades Centroamericana (UCA) y Americana UAM y catedrático de Diplomacia y Rela-
ciones Internacionales en la Universidad Americana (UAM). ‹maritzacardoze@hotmail.com›

1 Enrique Ulate Chacón: Integración regional y derecho agrario comunitario europeo y cen-

troamericano. (Por una política agrícola común para el desarrollo rural sostenible), tesis para obte-
ner el grado de doctor en la Scuola Superiore Sant’Anna di Studi Universitari e Perfezionamento
(Pisa, Italia), p. 153.

2 Isaac Guy: Manual de derecho comunitario general, 2ª ed., Ariel, Barcelona, 1991, p. 111.
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nes deberán ser interpretadas por autoridades judiciales y administrativas creadas

para tal efecto; así como la doctrina derivada de esta legítima interpretación de los

textos”.3

Según el Prof. Eduardo Villarino Pinto en su obra La construcción de la Unión
Europea: “[E]l derecho europeo o derecho comunitario, como un ordenamiento inte-

grado en el sistema jurídico de los Estados miembros, es una de las más relevantes

manifestaciones del proceso de integración y construcción europea, pues los sujetos

de este derecho no son sólo los Estados miembros y las propias instituciones comuni-

tarias, sino también, las personas físicas y jurídicas, públicas y privadas capaces de

ser sujetos de derechos y obligaciones en los Estados miembros”.4

Con todos estos valiosos conceptos sobre derecho comunitario trataré de construir

a través del análisis comparativo un concepto macro para nuestra disciplina, que concibo

como sigue. El derecho comunitario es el complejo de normas jurídicas que regulan las

relaciones de las comunidades de Estados con otros sujetos de derecho, entre los que se

encuentran no sólo los Estados y las organizaciones internacionales, sino también los

órganos, organismos e instituciones comunitarias y los particulares, sean éstos personas

físicas o jurídicas, públicas y privadas, capaces de ser sujetos de derechos y obligaciones

en los Estados miembros. Tales comunidades de Estados son constituidas por tratados

que las instituyen como organizaciones internacionales de carácter supranacional sui
generis, dando origen a un sistema jurídico-institucional u ordenamiento jurídico nuevo,

autónomo, con primacía y eficacia directa en el ordenamiento interno de los Estados,

cuyo común denominador o ius proprium se basa en las relaciones de integración regio-

nal y un sistema judicial de garantía de su aplicación e interpretación uniforme.

1.1. El concepto del derecho comunitario en la normativa jurídica

centroamericana

Desde la 2ª Carta a la Organización de los Estados Centroamericanos (ODE-

CA), Carta de San Salvador (1963), hasta el Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la

Organización de Estados Centroamericanos (1991), que crea el Sistema de la Integra-

ción Centroamericana (SICA), en sus artículos 1 (texto común a ambos instrumentos

jurídicos) se establece que Centroamérica —Costa Rica, Nicaragua, Honduras, El

Salvador y Guatemala, a los que se incorporan la República de Panamá por ratifica-

ción y Belice mediante su adhesión al Protocolo de Tegucigalpa— constituye una

comunidad económico-política que aspira a la integración de la región.5

3 Jorge A. Giammattei Avilés: Guía concentrada de la integración centroamericana, Mana-
gua, Corte Suprema de Justicia de El Salvador, San Salvador, 1999, p. 20.

4 Eduardo Villarino Pinto: La construcción de la Unión Europea, Arco/Libros, Madrid, 1996,
p. 62.

5 El Salvador depositó el instrumento de ratificación el 5 de junio de 1992; Honduras, el 8 de
junio de 1992; Nicaragua, el 14 de julio de 1992, poniendo en vigencia el Protocolo de Tegucigalpa;
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De estos artículos podemos extraer que Centroamérica es una comunidad de

Estados económico-política cuyas relaciones se enmarcan en un esquema de integra-

ción regional que no es puramente económica sino global, por cuanto abarca los

diversos sectores económicos y políticos, pero también sociales, culturales y ambien-

tales, cuyos presupuestos se centran en una concepción social y democrática del Es-

tado en el marco irrestricto de la tutela, el respeto y la promoción de los derechos

humanos, por lo que los Estados miembros del SICA deben comportarse de acuerdo

con los principios fundamentales contenidos en el artículo 4 del Protocolo de

Tegucigalpa.6

1.2. Fundamentos y presupuestos de la Comunidad Centroamericana

Centroamérica ha sido definida como una comunidad de Estados económico-

política, pero a efectos prácticos y para impulsar el proceso de integración con una

voluntad política más clara y definida es necesario analizar los fundamentos y presu-

puestos constitucionales para que la comunidad pueda existir.

En Centroamérica se ha seguido muy de cerca los pasos del constitucionalismo

europeo, en el que se han tenido que reformar disposiciones específicas del derecho

interno, incluso constitucionales, para permitir la incorporación de los Estados miem-

bros a las Comunidades del Carbón y el Acero, Económica-Europea y de la Energía

Atómica, así como para facilitar el proceso integracionista, sometiendo la aproba-

ción de los tratados a procedimientos legislativos, muchas veces con un número de

voto cualificado, o a consultas regulares mediante referéndum, o a controles consti-

tucionales. Según el Dr. Jorge Antonio Giammattei Avilés, para todo centroamerica-

no el basamento primario de la integración de la región se encuentra en sus textos

constitucionales, que la disponen en forma expresa y a veces en forma implícita.7

Entre las constituciones que consagran en forma expresa los principios que hacen

posible la integración están las de El Salvador, Guatemala y Costa Rica.

Guatemala lo hizo el 13 de agosto de 1993; Costa Rica, el 26 de junio de 1995; Panamá, el 26 de
marzo de 1996, y Belice depositó el instrumento de adhesión el 1 de diciembre del 2000.

6 Véase el artículo 4 del Protocolo de Tegucigalpa en Orlando Guerrero Mayorga: Recopila-

ción de textos básicos de derecho internacional público, Somarriba, Managua, 1999, p. 306. También
véase el Libro de Centroamérica: un instrumento cívico de los pueblos, CSUCA-SG/SIGA, San José,
1999; Tratado de la Integración Social Centroamericana (artículo 6); Protocolo al Tratado General de
Integración Económica Centroamericana (Protocolo de Guatemala), artículos 1 y 2; Tratado Marco de
Seguridad Democrática en Centroamérica, título I, artículo 1; Convenio Constitutivo de la Comisión
Centroamericana de Ambiente y Desarrollo (CCAD), artículo 1, y Principios de la Alianza Centro-
americana para el Desarrollo Sostenible (ALIDES). En todos ellos están presentes los presupuestos
jurídico-políticos y socioeconómicos para una integración real e integral de Centroamérica.

7 Giammattei: o. cit., p.1.
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1.2.1. Constitución Política de El Salvador

El artículo 89 de la Constitución Política salvadoreña establece: “El Salvador

alentará y promoverá la integración humana, económica, social y cultural con las

repúblicas americanas y especialmente con las de Istmo Centroamericano. La inte-

gración podrá efectuarse mediante tratados o convenios con las repúblicas interesa-

das, las cuales podrán contemplar la creación de organismos con funciones suprana-

cionales”. En su párrafo segundo agrega: “También propiciará la reconstrucción total

o parcial de la República de Centroamérica, en forma unitaria, federal o confederada,

con plena garantía de respeto a los principios democráticos y republicanos y de los

derechos individuales y sociales de sus habitantes. El proyecto y bases de la unión se

someterán a consulta popular”.8

De este artículo se desprende la posibilidad que el Estado de El Salvador ejerza,

conjuntamente con otros Estados, facultades soberanas previamente acordadas por

medio de entes supranacionales,9 en el ámbito de la integración “humana, económi-

ca, social y cultural” con las repúblicas americanas o centroamericanas. También, en

el ámbito de la integración “política” o de “reconstrucción total o parcial de la Repú-

blica de Centroamérica”, cuyo proyecto de tratado debe ser antes sometido a consulta

popular.

Cabe destacar que la reconstrucción de Centroamérica podría llevar a la federa-

ción, o sea, a los Estados Unidos de Centroamérica.

1.2.2. Constitución Política de Guatemala

En materia de integración centroamericana, la Constitución guatemalteca esta-

blece en su artículo 150: “Guatemala, como parte de la comunidad centroamericana,

mantendrá y cultivará relaciones de cooperación y solidaridad con los demás Estados

que formaron la Federación de Centroamérica; deberá adoptar las medidas adecua-

das para llevar a la práctica, en forma parcial o total, la unión política o económica de

Centroamérica. Las autoridades competentes están obligadas a fortalecer la integra-

ción económica centroamericana sobre bases de equidad”.

El artículo 184, incisos k y o, establece como funciones del presidente de la

República las de someter a la consideración del Congreso para su aprobación, y antes

de su ratificación, los tratados y convenios de carácter internacional, así como las de

dirigir la política exterior y las relaciones internacionales, celebrar, ratificar y denun-

ciar tratados y convenios de conformidad con la Constitución. El artículo 171, literal

I, numeral 2, establece: “Otras atribuciones del Congreso: 1) Aprobar, antes de su

ratificación, los tratados, convenios o cualquier arreglo internacional cuando: 2) Afec-

8 Constitución Política de El Salvador, artículo 89.
9 Giammattei: o. cit., p. 2.
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ten el dominio de la Nación, establezcan la unión económica o política de Centro-

américa, ya sea parcial o total, o atribuyan o transfieran competencia a organismos,

instituciones o mecanismos creados dentro de un ordenamiento jurídico-comunitario

concentrado para realizar objetivos regionales y comunes en el ámbito centroameri-

cano […]”.

La aprobación, antes de su ratificación, de estos tratados se hace por mayoría

simple. En este sentido es claro el artículo 172, que requiere mayoría calificada de

dos terceras partes únicamente para la aprobación de los tratados, convenios o arre-

glo internacional que se refiera al paso de ejércitos extranjeros por el territorio nacio-

nal o al establecimiento temporal de bases militares extranjeras que afecten o puedan

afectar la seguridad del Estado o pongan fin a un estado de guerra.

El artículo 173 determina que “las decisiones políticas de especial trascenden-

cia deberán ser sometidas a procedimiento consultivo de todos los ciudadanos”. Agre-

ga: “La Consulta será convocada por el Tribunal Supremo Electoral a iniciativa del

Presidente de la República o del Congreso de la República, que fijarán con precisión

la o las preguntas que se someterán a los ciudadanos”. Les corresponderá definitiva-

mente a los Poderes Ejecutivo y Legislativo calificar lo que es una “decisión política

de especial trascendencia”, a fin de solicitar o no un referéndum. Por otro lado, el

artículo 272, inciso c, otorga a la Corte de Constitucionalidad la función de “emitir

opinión sobre la Constitucionalidad de los Tratados, Convenios y Proyectos de Ley,

a solicitud de cualquiera de los organismos del Estado”.10

El presidente de la República de Guatemala ha solicitado al Tribunal Constitu-

cional, con base en este artículo, que dictamine sobre la constitucionalidad del Con-

venio de Estatuto de la Corte Centroamericana de Justicia.

1.2.3. Constitución Política de Costa Rica

La Constitución Política de Costa Rica presenta importantes reformas constitu-

cionales en 1968, cuando se reforman los artículos 7 y 121. En el primero se estable-

ce que los tratados internacionales tienen autoridad superior a las leyes, y se recono-

ce en materia de derechos humanos su primacía sobre la propia Constitución. En el

segundo (artículo 121, inciso 4) se autoriza la posibilidad de atribuir o transferir

competencias a un ordenamiento jurídico comunitario, con el propósito de realizar

objetivos regionales y comunes, para cuya aprobación se requiere una mayoría cali-

ficada de dos tercios de los miembros del Parlamento. Sin embargo, los protocolos de

menor rango derivados de tratados públicos no requieren aprobación legislativa cuando

los tratados autoricen de modo expreso tal derivación. Con respecto a la aplicación

10 Julio Icaza Gallard: La Unión Centroamericana. Bases y requisitos constitucionales, San
Salvador, 1998, pp. 26-30.
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del derecho comunitario, la Sala Constitucional ha reconocido su carácter “suprana-

cional”.

También en varios casos la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia

de Costa Rica ha reconocido la formación de un derecho comunitario institucional y

de un derecho comunitario objetivo cuya supremacía se impone sobre el derecho

interno.

También, el artículo 140, inciso 10, complementa la disposición del artículo

121, inciso 4, al expresar: “Los Protocolos derivados de dichos Tratados públicos o

convenios internacionales que no requieran aprobación legislativa, entrarán en vi-

gencia una vez promulgados por el Poder Ejecutivo”. La interpretación de las facili-

dades dadas por esta normativa llevó a dar al instrumento jurídico creador del SICA

el revestimiento formal de protocolo, aunque, como se ha dicho, podía considerarse

una derivación autorizada de la Carta de San Salvador que había creado la ODECA.

Sin embargo, la Asamblea Legislativa de Costa Rica aprobó el Protocolo de Teguci-

galpa, con los dos tercios de votos de sus miembros.11

1.2.4. Constitución Política de Honduras

La Constitución hondureña no es muy explícita en cuanto a la integración cen-

troamericana. El Preámbulo contiene una referencia a “la fe puesta en la restauración

de la Unión Centroamericana”. No contiene normas expresas sobre la creación de

órganos comunitarios. Sin embargo, al referirse a las relaciones económicas del Esta-

do de Honduras con otros países, reconoce “la integración económica centroamerica-

na y el respeto de los tratados y convenios que suscriba, en lo que no se oponga al

interés nacional”, los cuales, una vez aprobados por el Congreso y ratificados por el

Ejecutivo, entran a formar parte del derecho interno y prevalecen sobre la legislación

interna. El artículo 245, numeral 34, establece como una de las atribuciones del pre-

sidente de la República, “dirigir y apoyar la política de Integración Económica y

Social, tanto nacional como internacional, tendiente al mejoramiento de las condi-

ciones de vida del pueblo hondureño”.

1.2.5. Constitución Política de Nicaragua

La Constitución nicaragüense establece en el título I (“Principios fundamenta-

les”), artículo 5, parte final: “Privilegia la integración regional y propugna por la

reconstrucción de la Gran Patria Centroamericana”, y en el artículo 9 reconoce la

defensa de la unidad centroamericana y los esfuerzos para “lograr la integración po-

lítica y económica y la cooperación en América Central, así como los esfuerzos por

establecer y preservar la paz en la región”.

11 Ulate Chacón: o. cit., p. 127-128.
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En dicho artículo se reconoce la “creación o elección de los organismos necesa-

rios para alcanzar la unidad de los pueblos de América Latina y el Caribe inspirado

en los ideales unitarios de Bolívar y Sandino”. De esta última disposición se deduce

una autorización implícita a otorgar el ejercicio de ciertas competencias a órganos

regionales comunes, regulados por ley y por tratado.

Reconocida la posibilidad de crear por tratado organismos cuyo fin sea la inte-

gración política y económica y la cooperación en América Central, correspondería a

la Asamblea Nacional, de acuerdo con el artículo 138, numeral 12, “aprobar o recha-

zar el correspondiente tratado”. En efecto, la disposición citada establece como atri-

bución del Poder Legislativo “aprobar o rechazar los tratados, convenios, pactos,

acuerdos y contratos internacionales: de carácter económico, de comercio interna-

cional, de integración regional, de defensa y seguridad, los que aumenten el endeuda-

miento externo o comprometan el crédito de la nación y los que vinculen el ordena-

miento jurídico del Estado”.

1.2.6. Constitución Política de Panamá

La Constitución panameña hace referencia únicamente en su Preámbulo a la

promoción de la integración regional como fin del Estado. Las disposiciones relati-

vas a los tratados internacionales no establecen nada específico sobre la creación de

órganos supranacionales. Sin embargo, al ratificar el Protocolo de Tegucigalpa, que

es el tratado marco de la integración centroamericana, Panamá se está sometiendo al

ordenamiento jurídico comunitario nuevo con fines de integración regional.

1.2.7. Constitución Política de Belice

La Constitución de Belice, en el capítulo I, artículo 1, establece: “Belize Shall

be a sovereign democratic State of Central America in the Carribbean region” (Beli-

ce será un Estado soberano democrático de Centroamérica en la región del Caribe).

Al ser parte de Centroamérica y adherirse, el 1º de diciembre del 2000, al Proto-

colo de Tegucigalpa y dejar registrado y depositado en la Sección de Tratados de la

Secretaría General del Sistema de la Integración Centroamericana (SG-SICA) el ins-

trumento de adhesión, Belice participa como Estado miembro del Sistema, con igua-

les derechos y deberes que los otros Estados miembros, y en consecuencia está sujeto

al nuevo ordenamiento jurídico de integración centroamericana.

El Dr. Jean Michel Arrighi dice que en nuestro continente existen tres grandes

grupos de Constituciones: aquellas, la minoría, que dan solución expresa al conflicto

entre el derecho internacional y el derecho interno; aquellas que, sin resolver el con-

flicto, enumeran a los tratados y las leyes como normas internas, y aquellas, la mayo-

ría, que nada dicen y sólo hacen referencia a los tratados cuando enuncian las compe-

tencias de los distintos poderes del Estado.
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Entre las primeras se destacan las Constituciones de Argentina, Honduras y

Costa Rica. Para el efecto práctico de nuestra investigación nos referiremos a las dos

últimas.

La Constitución de Honduras, en su artículo 18, señala que “en caso de conflic-

to entre el Tratado o Convención y la Ley, prevalecerá el primero”, y la Constitución

de Costa Rica, en su artículo 7, establece que “los tratados públicos, los convenios

internacionales y los concordatos debidamente aprobados por la Asamblea Legislati-

va, tendrán desde su promulgación o desde el día que ellos designen, autoridad supe-

rior a las leyes”.

Las otras Constituciones de Centroamérica nada dicen en cuanto a la jerarquía

del tratado o a su ubicación en las fuentes del orden jurídico interno. Estas Constitu-

ciones se refieren a los tratados en dos secciones: la que regula las atribuciones del

Poder Ejecutivo y la que fija las competencias del Poder Legislativo. En general, las

etapas son las siguientes: la firma del tratado es competencia del Poder Ejecutivo; el

Parlamento lo aprueba; el Poder Ejecutivo lo ratifica. Éste es el caso, por ejemplo, de

lo que disponen los artículos 138, numeral 12, y 150, numeral 8, de la Constitución

de Nicaragua.12

Hecho este recorrido a través de las Constituciones de los Estados miembros del

SICA y concluyendo que es factible mediante sus disposiciones la integración cen-

troamericana transfiriendo competencia o ejerciendo conjuntamente soberanía a tra-

vés de organismos regionales supranacionales, con fines y propósitos integracionis-

tas, pasamos a continuación a abordar el siguiente punto.

2. Naturaleza jurídica de la Comunidad Centroamericana

y del derecho comunitario

Es necesario precisar cuáles son los elementos esenciales de la Comunidad Cen-

troamericana que permiten ubicarla en una determinada categoría general.

Las categorías jurídicas que han servido de referencia a la doctrina son funda-

mentalmente el Estado federal, la confederación y la organización internacional.

Para establecer la verdadera naturaleza jurídica de la Comunidad Centroameri-

cana y del derecho comunitario centroamericano no basta un análisis jurídico-institu-

cional de los tratados, sino que es necesario constatar la realidad, es decir, cómo ha

venido actuando dicha comunidad y cuáles son las consecuencias que ella ha tenido

en la formación de un ordenamiento jurídico nuevo, como sería el derecho comunita-

rio centroamericano.

12 Jean Michel Arrighi: “Las relaciones entre el derecho internacional y los derechos naciona-
les. Normas y jurisprudencia”, en Memoria del seminario sobre Aplicación de Normas Internaciona-

les, Granada (Nicaragua), 3-5 de septiembre de 1996, pp. 146-147.
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Han surgido diversas teorías para explicar la naturaleza jurídica de las comuni-

dades: a) ubican las comunidades dentro del ámbito de las organizaciones internacio-

nales; b) dentro de la figura federativa; c) dentro de un ordenamiento jurídico autóno-

mo, o d) dentro de un proceso gradual y progresivo de integración regional.

El Dr. Enrique Ulate Chacón considera a la Comunidad Europea y a la Comuni-

dad Centroamericana como un “tertium genus u organización sui generis, de carácter

autónomo destinada a cumplir los fines y propósitos de los procesos de integración

regional”.13

Para la Prof. Aracelis Mangas Martín, “el hecho de que las Comunidades Euro-

peas / Unión Europea no se transforme en Estado Federal no significa que no partici-

pen, en la concepción de algunos elementos de su estructura institucional, de su dere-

cho y de sus funciones, de la inspiración y técnicas jurídicas federalistas y sin que

ello conlleve admitir analogías con una estructura estatal, ni tan siquiera federal o

confederal”.14

La mayoría de la doctrina considera que las Comunidades Europeas constituyen

organizaciones internacionales de características específicas, las cuales radican en

los siguientes aspectos:

a) Los objetivos de integración, que determinan el carácter dinámico del pro-

ceso, del fenómeno comunitario.

b) La estructura institucional, en la que aparecen “nuevos principios de repre-

sentatividad al margen del de la representación de los Estados”, con tres

instituciones que dan cuerpo, cada una, a distintas fuerzas y valores: la Comi-

sión como guardián del interés común; el Parlamento como expresión de las

fuerzas populares; el Tribunal de Justicia, por último, como garante de los

valores jurídicos.

c) Las fuentes del derecho derivado, análogas a las propias del derecho inter-

no: reglamentos y decisiones o peculiares del orden comunitario (directivas).

d) La eficacia directa del derecho comunitario en el ámbito interno.

e) La atribución de competencias a las comunidades en materias tradicional-

mente reservadas a los Estados y las consiguientes limitaciones de las com-

petencias de éstos. Este fenómeno es interpretado por un sector de la doctri-

na como una distribución de soberanía entre los Estados y las comunidades.15

13 Ulate Chacón: o. cit., p. 139.
14 Aracelis Mangas Martín: “La Comunidad Europea y su patrimonio jurídico”, Seminario de

Derecho Comunitario, Corte Centroamericana de Justicia, Managua, 24 de noviembre de 1997, p. 2.
15 Manuel Díez de Velasco: Las organizaciones internacionales, 11ª ed., Tecnos, Madrid, 1999,

pp. 649-650.
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Según el Prof. Manuel Díez de Velasco: “a) Las comunidades son organizacio-

nes internacionales. Esta calificación implica que, en la medida en que existen nor-

mas de derecho internacional general relativas a esta categoría (por ejemplo sobre la

Subjetividad Internacional de las organizaciones), tales normas son aplicables a las

comunidades. b) El derecho comunitario europeo es un derecho internacional parti-

cular, cuyos caracteres no vienen determinados por esta calificación, sino por su

contenido. c) Los caracteres de las comunidades y del derecho comunitario europeo

son heterogéneos”.16

La Unión Europea constituye solamente una idea de síntesis, un paraguas co-

mún que sirve para articular las relaciones entre el pilar comunitario (la Comunidad

Europea) y los dos pilares intergubernamentales (Política Exterior y Seguridad Co-

mún [PESC]) y Cooperación en los Ámbitos de la Justicia y de los Asuntos de Inte-

rior [CAJAI]), previstos en el Tratado de Maastricht, realizando una unificación,

aunque de alcance limitado, del marco jurídico del proceso de integración.17

Para el Dr. Jorge Antonio Giammattei Avilés, las comunidades son organizacio-

nes internacionales de nuevo cuño (sui generis), totalmente diferentes de las clásicas

organizaciones de cooperación intergubernamental derivadas del derecho internacio-

nal general y convencional; comunidades de derecho en tanto ni los Estados miem-

bros ni sus órganos y organismos pueden sustraerse al control de la conformidad de

sus actos con los tratados que les reconocen su existencia o las crean.18

A este respecto hay que mencionar que lo único que distingue a un Estado uni-

tario dividido en provincias autónomas de un Estado federal es el grado de descentra-

lización, al igual que se diferencia el Estado federal de la confederación en que ésta

tiene mayor grado de descentralización.

Este mayor o menor grado de descentralización se refleja en la jerarquía de las

normas que componen el ordenamiento jurídico de cada tipo de Estado y en la forma

de aplicarlas. En el Estado unitario existe sólo un ordenamiento jurídico con gobier-

nos locales cuya capacidad de actuación puede estar enmarcada dentro de un régimen

de autonomía regional o en un régimen de municipalidades con facultades más o

menos amplias pero siempre subordinadas a las leyes de la nación y a la Constitución.

En cambio, en un Estado federal existe un ordenamiento jurídico central, válido

para todo el territorio, y varios regímenes locales, de cada Estado que forma la fede-

ración, válidos solamente para el territorio de cada uno de esos Estados. Las normas

centrales son creadas por un órgano legislativo central, o Poder Legislativo federal, y

las normas locales son creadas por órganos legislativos locales.

Los individuos, nacionales de un Estado federal, están sujetos a dos ordena-

mientos jurídicos: el de la federación y el estatal local. Existen dos constituciones:

16 Ibídem.
17 Ibídem, p. 651.
18 Giammattei: o. cit., p. 7.
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una, federal, que está por encima de las otras de cada estado miembro de la federa-

ción. Cada estado miembro goza de autonomía constitucional limitada por la Consti-

tución federal. Además, el Poder Legislativo del Estado federal generalmente está

compuesto de dos cámaras: una, llamada Cámara de Representantes, elegidos direc-

tamente por el pueblo; otra, llamada Cámara del Senado o de los Estados, compuesta

por representantes de los estados miembros, que pueden ser elegidos directamente

por los órganos legislativos de cada Estado. En la Cámara de los Estados o Senado,

los estados se encuentran representados por igual número de representantes, en vir-

tud el principio de igualdad jurídica de los estados.

Con la confederación de Estados sucede algo similar. Sin embargo, en el Estado

federal cada estado miembro tiene su Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial. En la

confederación puede existir un Poder Judicial central, pero éste es competente única-

mente para los conflictos entre los Estados miembros de la confederación. En un

Estado federal también hay competencias que son exclusivas del Estado central; por

ejemplo, las relativas a las relaciones internacionales (conclusión de tratados, decla-

raciones de guerra) y las relativas a la defensa nacional (la armada, la marina, el

ejército y la fuerza aérea) son órganos de la federación y no de los estados que la

componen, lo que no sucede en la confederación, donde no hay centralización del

Poder Ejecutivo.

Otra diferencia entre uno y otro sistema gira alrededor de la nacionalidad. En la

confederación no existe una nacionalidad confederada, porque los ciudadanos con-

servan la nacionalidad de su Estado. En la federación sí existe una nacionalidad federal.

En la federación, las leyes federales son directamente aplicables a los ciudada-

nos. En la confederación, las normas centrales del orden jurídico constitutivo sólo

obligan y facultan directamente a los Estados.

El Estado federal es un Estado, y no simplemente una unión de estados. En una

confederación, los Estados que la componen pueden abandonar la comunidad, reti-

rándose de la unión. Cada Estado confederado conserva su personalidad jurídica in-

ternacional. Ninguna de estas cosas ocurre en la federación, donde la posibilidad de

retirarse no existe y donde los estados que la componen no son sujetos del derecho

internacional, sino que quien tiene la personalidad jurídica internacional es el Estado

federal.19

Sin embargo, considero que en la federación se puede dar la secesión de un

miembro de las comunidades, aunque esto es muy improbable, tanto porque la inte-

gración en muchos campos ha alcanzado un punto sin retorno que la haría económica

y socialmente insoportable, como por el hecho de que el sistema comunitario es sufi-

cientemente flexible como para permitir a los estados que tuvieran quejas hacer pre-

19 Hans Kelsen: Teoría general del derecho y del Estado (traducción de Eduardo García Maynes),
Universidad Nacional Autónoma de México, 1988. pp. 376-383. También véase Icaza Gallard: o. cit.,
pp. 6-9.
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sión dentro de la comunidad para obtener satisfacciones. Finalmente, parece eviden-

te que el conjunto de estados miembros de la comunidad no puede ignorar, llegado el

caso, la posición tomada explícita o implícitamente por el estado que mostrará de-

seos de no continuar cumpliendo las obligaciones que le incumben en tanto miem-

bro. En una situación límite podrían, de común acuerdo, aceptar la salida de uno de

ellos o poner fin a las comunidades, afectando el principio del acervo comunitario y

la pertenencia definitiva a la comunidad.

La posibilidad de la retirada unilateral de un Estado del Sistema de la Integra-

ción Centroamericana no debe ser subestimada. En principio, porque sin retirarse

formalmente de las Comunidades un Estado miembro puede obstaculizar amplia-

mente su funcionamiento, practicando lo que se ha llamado la política de la silla
vacía, es decir, no participando en las instituciones o no suscribiendo ni depositando

los instrumentos de ratificación o adhesión. Costa Rica, Guatemala, Panamá y Belice

todavía no son Estados miembros del Convenio de Estatuto de la Corte Centroameri-

cana de Justicia, a pesar de que todos ellos son Estados miembros del Sistema de la

Integración Centroamericana, creado por el Protocolo de Tegucigalpa, el cual esta-

blece en el artículo 12 que el Estatuto “deberá ser negociado y suscrito dentro de los

noventa días posteriores a la entrada en vigor del Protocolo de Tegucigalpa”. Asimis-

mo, no se ha completado el proceso de ratificación interno del Tratado Constitutivo

del Parlamento Centroamericano y otras instancias políticas y sus primeros protoco-

los por los Estados de Costa Rica y Belice. Panamá no es suscriptor ni parte del

Protocolo de Guatemala, junto con Belice. Esto más la disposición del Protocolo de

Tegucigalpa relacionada con la toma de decisiones que serán adoptadas por consen-

so, y la disposición del artículo 22 del Protocolo de Tegucigalpa, que establece que

“las decisiones de los Consejos serán de obligatorio cumplimiento en todos los Esta-

dos miembros y sólo podrán oponerse a su ejecución disposiciones de carácter le-

gal”, ha llevado a la afirmación de que no podemos hablar de la existencia de un

derecho comunitario centroamericano, aunque sí, como algunos juristas han reitera-

do, de un derecho común centroamericano.20

Consideramos que existe un derecho comunitario centroamericano que emana

de una comunidad de Estados cuya naturaleza es de una organización internacional

sui generis, que va más allá de meras relaciones de cooperación o coordinación entre

los Estados, para dirigirse hacia una verdadera integración mediante el estableci-

miento de políticas comunes. Ello significa que el método intergubernamental para la

toma de decisiones se reduce únicamente al órgano del que dependen las decisiones

fundamentales de impulso y orientación política del proceso de integración —por

ejemplo, la Reunión de Presidentes de Centroamérica, órgano supremo del Sistema

de la Integración Centroamericana (SICA)— y prevalece el método comunitario para

20 Icaza Gallard: o. cit., pp. 14-15.
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la formación de los actos normativos comunitarios y su correspondiente aplicación y

ejecución.21

No obstante, el proceso de integración centroamericana ha padecido desde sus

orígenes muchos obstáculos y dificultades, al igual que el proceso de integración

europea. Como muy bien advirtió el ministro francés de Relaciones Exteriores, Ro-

bert Schuman, directamente influido por su asesor Jean Monnet: “Europa no se hará

de un solo golpe ni en una construcción de conjunto: se hará mediante realizaciones

concretas, creando primero una solidaridad de hecho”.22 Esto es válido para Centro-

américa, mas es conveniente repasar cómo la Corte Centroamericana de Justicia,

órgano supranacional del Sistema de la Integración Centroamericana cuya jurisdic-

ción y competencia regionales son de carácter obligatorio para los Estados y es la

encargada de hacer respetar el derecho comunitario o de integración centroamerica-

no, al igual que el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (Tribunal de

Luxemburgo), ha construido su edificio jurisprudencial dándole prevalencia al dere-

cho comunitario frente al “ordenamiento jurídico interno de los Estados miembros

del SICA”, que examinaremos infra.

3. Características del derecho comunitario centroamericano

El Prof. Carlos Francisco Molina del Pozo dice que el derecho comunitario está

compuesto por el “conjunto de normas y principios que determinan la organización,

funcionamiento y competencias de las Comunidades Europeas, se conforma como un

orden jurídico sui generis, dotado de autonomía con relación a los ordenamientos

21 La Corte Centroamericana de Justicia ha analizado en diversas sentencias la naturaleza jurí-
dica de una comunidad de Estados, que considera “con vida propia y se dota de un sistema para la
realización de la integración de la misma, conformada por órganos con personalidad jurídica al igual
que el Sistema, estructurada en sectores económico, social, cultural y político”, y que “la soberanía no
debe ser entendida como una búsqueda y prosecución de sólo el propio interés nacional, sino como la
compatibilización entre los intereses propios y los de la comunidad de que forma parte, así como las
de los Estados que la integran”. Gaceta Oficial de la Corte Centroamericana de Justicia, nº 13, 4 de
diciembre de 2001, pp. 20 y 22 (“Incumplimiento de Normas Comunitarias del Sistema de la Integra-
ción Centroamericana [SICA] Estado de Nicaragua contra el Estado de Honduras. Sentencia definiti-
va 27 de noviembre del 2001”.) La Corte también considera “necesario insistir que el proceso de
integración de Estados que crean o reconocen la existencia de una comunidad entre ellos, un ente
político con vida propia diferente a la de los Estados que la integran, que puede denominarse Organi-
zación Internacional sui generis […]”. Gaceta Oficial de la Corte Centroamericana de Justicia, nº 13,
4 de diciembre de 2001, p. 22 (“Revocación de disposiciones legales, actos administrativos y actua-
ciones de hecho adoptados por la República de Nicaragua que afectan y violan la normativa jurídica y
el funcionamiento del Sistema de la Integración Centroamericana. Estado de Honduras contra el Esta-
do de Nicaragua. Sentencia definitiva 28 de noviembre del 2001”).

22 Paz Andrés Sáenz de Santa María y otros: Introducción al derecho de la Unión Europea, 2ª
ed., Eurolex, colección Estudios Internacionales, Madrid, 1999, p. 32.
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nacionales, distinto del orden jurídico internacional y del orden jurídico interno de

los Estados miembros y caracterizado por unos rasgos peculiares”.23

Estos rasgos característicos se manifiestan a través de las relaciones entre el

derecho comunitario con el derecho propio de cada uno de los Estados miembros. Es

así como se han formulado por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas

y por la Corte Centroamericana de Justicia, en su jurisprudencia, las principales ca-

racterísticas del derecho comunitario.

3.1. Principio de aplicabilidad inmediata

Significa que las normas de derecho comunitario se convierten automáticamen-

te en normas de derecho interno de los Estados miembros, lo que implica: a) que el

derecho comunitario se integra plenamente en los ordenamientos jurídicos de los

Estados sin necesidad de ningún acto de recepción; b) que las normas comunitarias,

aunque integradas en el derecho interno, no se confunden con éste, sino que conser-

van su carácter comunitario; c) que los jueces y tribunales nacionales tienen que

aplicar obligatoriamente el derecho comunitario.24

3.2. Principio de aplicabilidad directa

Las normas comunitarias pueden crear por sí mismas derechos y obligaciones

para los particulares, afectando su patrimonio jurídico. Este principio implica que

cualquier nacional de un Estado miembro tiene derecho a pedir que se le apliquen las

normas comunitarias que lo afecten y los Estados están obligados a atenderlo de

conformidad con tales normas.25

Para la Prof. Araceli Mangas Martín, el punto de partida de la existencia del

ordenamiento jurídico comunitario son los tratados constitutivos y los actos de las

instituciones que producen la atribución de competencias internas a favor de la

comunidad.

La pertenencia de un Estado a la comunidad produce una distribución de com-

petencias entre el Estado miembro y la comunidad; el Estado se reserva un conjunto

de competencias bajo su soberanía y, por tanto, en esos ámbitos de soberanía estatal

sigue rigiendo y generando normas de derecho nacional. Pero en las materias cedidas

rigen los tratados y los actos de las instituciones o derecho derivado. Luego ambos

ordenamientos jurídicos coexisten en el interior de cada Estado miembro y tienen

unos mismos destinatarios, las personas físicas y jurídicas, y el hecho de que ambos

23 Carlos Francisco Molina del Pozo: Manual de derecho de la Comunidad Europea, 3ª ed.,
Dijusa, Madrid, 2000, pp 505-506.

24 Villarino Pinto: o. cit., p. 63. También Giammattei Avilés: o. cit., p. 21.
25 Ibídem.
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ordenamientos compartan una misma clase de sujetos de derecho establece relacio-

nes entre la norma comunitaria y la norma nacional, la cual queda condicionada por

los principios de autonomía, eficacia o aplicación directa y primacía del derecho

comunitario.26

El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, refiriéndose al Tratado

de la Comunidad Europea, expresa que: “aunque haya sido celebrado en forma de

Convenio Internacional, no por ello deja de ser la carta constitucional de una comu-

nidad de derecho”.27

También la Corte Centroamericana de Justicia, con relación al Protocolo de

Tegucigalpa, en una opinión consultiva solicitada por el secretario general del SICA,

Dr. H. Roberto Herrera Cáceres, sobre la situación jurídica del Protocolo de Teguci-

galpa con respecto a instrumentos jurídicos anteriores y actos posteriores, señala: “El

Protocolo de Tegucigalpa de 1991 es en la actualidad, el Tratado Constitutivo marco

de la Integración Centroamericana, y por tanto, el de mayor jerarquía y la base funda-

mental de cualquier otra normativa centroamericana sean éstos, Tratados, Conve-

nios, Protocolos, Acuerdos u otros actos jurídicos vinculatorios anteriores o poste-

riores a la entrada en vigencia del Protocolo de Tegucigalpa”.28

La jerarquía del Protocolo de Tegucigalpa y sus instrumentos complementarios

y derivados está precisada en el artículo 35 del propio Protocolo y queda ratificada en

la jurisprudencia antes citada.

Por primera vez, el Tribunal Centroamericano (Corte de Managua) se refirió a

las características del derecho comunitario, en su resolución nº 4-9-12-96 sobre “Opi-

nión Consultiva del Parlamento Centroamericano en relación a la competencia de la

Corte de Constitucionalidad de la República de Guatemala en torno al Artículo 27

del Tratado Constitutivo del Parlamento Centroamericano”. Pero con más precisión

y alcance jurídico lo ha hecho en la sentencia dictada en el caso de la demanda del

Estado de Nicaragua contra el Estado de Honduras (véase el considerando IV) y en la

sentencia emitida en el caso de la demanda del Estado de Honduras contra el Estado

de Nicaragua (véase considerando I).

3.3. Principio de primacía

Las normas comunitarias ocupan un lugar prioritario respecto a las normas na-

cionales; el derecho comunitario es de aplicación preferente o prioritaria respecto al

derecho interno de los Estados miembros. Este principio tiene razón de ser con el fin

26 Mangas Martín: o. cit., p. 3.
27 Dictamen 1/91 de 15.12.1991, en Revista de Instituciones Europeas, 1992-1, pp. 226-259, y

en recopilación de la jurisprudencia del TJCE.
28 Véase Gaceta Oficial de la Corte Centroamericana de Justicia, nº 1, 1 de junio de 1995,

p. 32.
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de resolver los conflictos entre ambos ordenamientos como consecuencia de la inte-

gración de las normas comunitarias en el derecho interno pero manteniendo su condi-

ción de tales, y se establece sobre la base de las siguientes consideraciones: a) los

Estados, al crear las comunidades con unos determinados fines, les han atribuido,

para su cumplimiento, una serie de competencias que implican limitaciones a la pro-

pia competencia estatal; b) el carácter obligatorio y directamente aplicable que se

otorga a las normas comunitarias no tendría sentido si tales efectos pudieran ser anu-

lados o eludidos por los Estados; c) los Estados tienen la obligación de abstenerse de

tomar medidas que puedan poner en peligro la realización de los objetivos

comunitarios.29

El principio de primacía conlleva, en caso de conflicto de las normas comunita-

rias con las normas nacionales, a la inaplicabilidad del derecho interno, lo que tam-

poco impide que los Estados deroguen tales normas internas. Esta primacía del dere-

cho comunitario es de carácter absoluto; por tanto, incluso respecto a las normas

constitucionales.

La primacía del derecho comunitario se funda, según la jurisprudencia del Tri-

bunal de Justicia, en la naturaleza y en los propios caracteres del proceso integrador

mediante una interpretación sistemática y teleológica o finalista de los tratados co-

munitarios (al igual que el principio de efecto directo).

3.4. Principio de la responsabilidad del Estado

Los Estados están obligados a reparar los daños causados a los particulares

como consecuencia de la violación de normas comunitarias. Este principio se basa en

que los particulares son sujetos de derecho comunitario y se apoya en las obligacio-

nes de los Estados de asegurar la plena eficacia de las normas comunitarias y de

proteger los derechos que éstas les atribuyen a los particulares, de adoptar todas las

medidas pertinentes para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones, y de posi-

bilitar a los particulares el hacer efectivos los derechos que se les reconocen, de

modo que puedan obtener la reparación adecuada cuando tales derechos son lesiona-

dos por una violación del derecho comunitario imputable al Estado.30

El Dr. Jorge Antonio Giammattei Avilés agrega un nuevo principio al derecho

comunitario: el de seguridad jurídica, el cual “exige que la legislación comunitaria

sea precisa y su aplicación previsible para los justiciables y que todo acto de las

29 Villarino Pinto: o. cit., p. 63. También véase Mireya Guerrero Gómez: “El sistema jurídico
comunitario. Análisis y comentario del caso Félix Castillo Fernández (sentencia de la CCJ conforme
a los principios y características del derecho comunitario europeo y centroamericano)”, presentado en
la Maestría sobre Procesos de Integración que imparte la Universidad Nacional Autónoma de Nicara-
gua-León (UNAN-León) y la Universidad de Alcalá (España), p. 17.

30 Villarino Pinto: o. cit., p. 64.
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Instituciones que produzca efectos jurídicos sea claro y preciso, y sea notificado al

interesado de forma que éste pueda conocer con certeza el momento a partir del cual

el citado acto existe y comienza a surtir efectos jurídicos”.31

A continuación examinaremos la doctrina y la jurisprudencia de la Corte Cen-

troamericana de Justicia en relación con estos principios del derecho comunitario

centroamericano. Debemos referirnos al artículo 3 del Convenio de Estatuto de la

Corte, que establece: “La Corte tendrá competencia y jurisdicción propias, con po-

testad para juzgar a petición de parte y resolver con autoridad de cosa juzgada, y su

doctrina tendrá efectos vinculantes para todos los Estados, Órganos y Organizacio-

nes que formen parte o participen en el ‘Sistema de la Integración Centroamericana’,

y para sujetos de derecho privado”.

Una vez definido el carácter obligatorio de la doctrina del Tribunal de Justicia

Centroamericano (Corte de Managua), mencionaremos los sujetos procesales que

pueden acceder directamente a la Corte Centroamericana de Justicia:

a) los Estados miembros y, en su caso, cualquier otro Estado;

b) los poderes u órganos fundamentales de los Estados miembros en los casos

contemplados en el Estatuto de la Corte;

c) los órganos u organismos del Sistema de la Integración Centroamericana, y

d) los particulares, sean personas naturales o jurídicas (artículo 3 de la Orde-

nanza de Procedimientos de la Corte).

También mencionaremos las competencias de la Corte, que según el Dr. Rafael

Chamorro Mora, su presidente, es muy amplia y se puede clasificar en:

1) competencia internacional;

2) competencia de integración;

3) competencia consultiva;

4) competencia constitucional y

5) competencia arbitral.32

El artículo 22 del Convenio de Estatuto de la Corte Centroamericana de Justicia

se refiere a estas amplias competencias, a las que se les han añadido otras en virtud de

tratados regionales como el Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centro-

américa (artículo 67) y otros instrumentos internacionales.

La Corte Centroamericana de Justicia, en el caso de la demanda del Estado de

Nicaragua contra el Estado de Honduras, establece en el considerando IV de su

sentencia:

31 Giammattei Avilés: o. cit., p. 22.
32 Rafael Chamorro Mora: La Corte de Justicia de la Comunidad Centroamericana, Imprimatur,

Managua, 2000, pp. 35-36.
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Sobre el Derecho Comunitario y sus principios, según muchos doctrinarios de
esta rama del Derecho, entre ellos Eduardo Vilariño Pintos, […] el derecho comunita-
rio como un ordenamiento integrado en el sistema jurídico de los Estados Miembros, es
una de las mas relevantes manifestaciones del proceso de integración y construcción
europea, pues los sujetos de este derecho no son solo los Estados Miembros y las pro-
pias instituciones comunitarias, sino también las personas físicas y jurídicas públicas y
privadas capaces de ser sujetos de derechos y obligaciones en los Estados Miembros.

Como sus principales características, tanto el citado autor como Guy Isaac, Ara-
cely Mangas Martín, Diego J. Liñan Nogueras, Gregorio Garzón Clariana, Pierre Pes-
catore, Gil Carlos Rodríguez Iglesias, y otros más, coinciden en que el Derecho Comu-
nitario, tiene como principios rectores: su Autonomía, en cuanto tiene su propio orde-
namiento normativo; su Aplicabilidad inmediata, en cuanto se convierte automática-
mente en forma clara, precisa e incondicional, en normas de derecho interno de los
Estados Miembros, sin necesidad que estos realicen acto alguno para incorporar las
normas comunitarias a su derecho, sin que se confundan con éste último y que las
autoridades nacionales tienen que aplicarlo obligatoriamente; su Efecto o Aplicabili-
dad Directa, en cuanto las normas comunitarias pueden crear por sí mismas derechos y
obligaciones para los particulares, o imponer a los Estados Miembros su concreción y
desarrollo para que sean plenamente eficaces; su Primacía, ya que las normas comuni-
tarias ocupan un lugar prioritario con respecto a las normas nacionales, dado que su
aplicación es preferente o prioritaria respecto al Derecho Interno de los Estados Miem-
bros, primacía de carácter absoluto incluso respecto de las normas constitucionales, ya
que no tendría sentido que sus efectos pudieran ser anulados o eludidos por los Esta-
dos; y, finalmente, el Principio de Responsabilidad del Estado, formulado por el Tribu-
nal de Justicia de las Comunidades Europeas, que afirma que los Estados están obliga-
dos a reparar los daños causados a los particulares como consecuencia de la violación
de las normas comunitarias. Este principio se genera sobre la base de que los particula-
res son sujetos del derecho comunitario “y se apoya en las obligaciones de los Estados
de asegurar la plena eficacia de las normas comunitarias y de proteger los derechos que
éstas le atribuyen a los particulares, de adoptar todas las medidas pertinentes para ga-
rantizar el cumplimiento de sus obligaciones, y de posibilitar a los particulares el hacer
efectivos los derechos que se les reconocen, de modo que puedan obtener la reparación
adecuada cuando tales derechos son lesionados por una violación del derecho comuni-
tario imputable al Estado” (Eduardo Vilariño Pintos). Todos estos principios han sido
reconocidos en la doctrina contenida en las resoluciones 4-1-12-96 caso consulta PAR-
LACEN-CORTE DE CONSTITUCIONALIDAD de Guatemala; 2-24-5-95 caso consulta SICA-
Protocolo de Tegucigalpa-ALIDES; 2-5-8-97 caso consulta SIECA-Convenio sobre el
Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano; doctrina que, según el artículo 3
del Convenio de Estatuto de la Corte, tiene efectos vinculantes para todos los Estados,
Organos y Organizaciones que formen parte o participen en el Sistema de la Integra-
ción Centroamericana, y para sujetos de Derecho Privado. Esto, además, según lo ha
considerado la Corte Constitucional Italiana en el caso Frontini, en el año de mil nove-
cientos setenta y tres, es un derecho que por su propia naturaleza debe tener vigencia en
todas partes al mismo tiempo y conseguir aplicación igual y uniforme en las confronta-
ciones de todo los destinatarios. El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas
o Tribunal de Luxemburgo, lo ha corroborado reiteradamente a partir de la sentencia
COSTA-ENEL, del quince de agosto de mil novecientos sesenta y cuatro, en donde no
solo reafirma y desarrolla los principios anteriormente señalados, sino que además in-
dica la obligatoriedad de las jurisdicciones nacionales de asegurar dichos principios, y
ha establecido que cualquier pretensión de los Estados Miembros de hacer que sus
criterios constitucionales prevalezcan sobre las normas de Derecho Comunitario es un
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fermento de dislocación, contrario al principio de adhesión al que los Estados se han
sometido libre y soberanamente. Además, el Tribunal de Luxemburgo en su histórica
sentencia Van Gend en Loos dejó claramente establecido que los Tratados Comunita-
rios confieren a los particulares derechos que las jurisdicciones nacionales deben sal-
vaguardar no solamente cuando las disposiciones en cuestión los consideren expresa-
mente como sujetos de derecho, sino también cuando imponen a los Estados Miembros
una obligación bien definida. El Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena tam-
bién lo ha tenido por doctrina reiterada en los procesos 1-IP-87 2-IP-88 y 2-IP-90.

Y en la parte resolutiva establece:

POR TANTO: La Corte Centroamericana de Justicia, en nombre de Centroamérica,
por mayoría de votos, en aplicación de los artículos 1, 2, 3, letras f, g, h, i, j; 4 letras c,
d, g, h, i,; 6, 7, 9, 10, 11, 12, 35 párrafo 2 del Protocolo de Tegucigalpa ; 1, 2, 3, 4, 5, 6,
22 letra c, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39 y 40 del Convenio de Estatuto de la
Corte Centroamericana de Justicia; y, 2, 3, 4, 5, 22, 23, 41, 42, 64 y 65 de la Ordenanza
de Procedimientos, RESUELVE: I) Que el Estado de Honduras, al ratificar el “Tratado de
Delimitación Marítima entre la República de Honduras y la República de Colombia”,
denominado “Tratado López-Ramírez”, en la forma como lo ha efectuado y tal como se
ha relacionado, ha infringido el Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la Organización
de Estados Centroamericanos (ODECA), en sus artículos 3, letras f, g, h, i, j; 4 letras e, d,
g, h, i; 6 y 7; II) Que como consecuencia de dicha infracción el Estado de Honduras
incurre en responsabilidad; III) Que La Corte se abstiene de determinar la cuantía que
en concepto de reparación se reclama por la responsabilidad incurrida, por no haberse
aportado la prueba respectiva que hubiera permitido cuantificarla. Notifíquese.33

También en el caso de la demanda del Estado de Honduras contra Nicaragua, la

Corte Centroamericana de Justicia, en el Considerando VIII de su sentencia, establece:

[No caben las contramedidas] entre Estados que forman parte de una comunidad
en proceso de Integración, ya que en este último caso, lo que haga o deje de hacer un
Estado en relación a un supuesto o evidente incumplimiento de otro Estado Miembro,
afecta tanto a los estados involucrados como a los otros estados parte de la Comunidad
que no lo están, así como también a la Comunidad de la que forman parte. Aceptar que
en una Comunidad de Estados, uno o algunos de sus Estados Miembros pueden dictar
o aplicar contramedidas en contra de otro u otros Estados Miembros por supuestas
violaciones a la normativa comunitaria, es desconocer los compromisos comunitarios
contraídos y desnaturalizar el proceso de integración en que se encuentran
comprometidos. Es un principio esencial del Derecho Comunitario, que el
incumplimiento por parte de uno o varios de los Estados Miembros de la normativa
comunitaria, no justifica el que otro u otros de ellos también lo hagan.34

A manera de conclusión debo decir que sólo con un Tribunal de Justicia supra-

nacional de carácter permanente e independiente que permita el acceso directo a los

particulares y no sólo a los órganos, organismos e instituciones comunitarias; con

normas comunitarias autónomas con efecto directo e inmediato y primacía con res-

33 León Gómez Adolfo: Doctrina de la Corte Centroamericana de Justicia. Resoluciones pre-

cedentes. Votos disidentes, UCA, Managua, 2002, pp. 343-345 y 362.
34 Ibídem, pp. 396-397 y 399-400.
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pecto a las normas nacionales, y Estados con disposición de acatar los fallos que

emita la Corte Centroamericana de Justicia y cumplir con sus responsabilidades de

reparar los daños causados a los particulares como consecuencia del incumplimiento

de normas comunitarias, es que podríamos avanzar con éxito, como lo ha hecho el

Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, en la construcción de la Unión

Centroamericana.
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